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			PRESENTACIÓN




			África es un continente fascinante y maltratado. La fascinación que produce tal vez tenga su raíz en el hecho de que es el origen de la especie humana —según nos dice la antropología— o en la riqueza inconmensurable de la vida que se desarrolla en su geografía. Quizá en el hecho de que su historia está escrita en la lengua de grandes civilizaciones, como la egipcia, cuyo legado es uno de los patrimonios de la humanidad. Se antoja una paradoja insoportable que esta fascinación sea compatible con un maltrato que se hace patente, sobre todo, a partir de la invasión y el expolio sufrido por África y sus habitantes durante el periodo colonial europeo, especialmente a partir del siglo XV. Un maltrato cuyas consecuencias aún observamos desde los países ricos, con mayor pasividad de la que debiera encajar con nuestros principios éticos, y que sufre la ciudadanía de manera inevitable, especialmente aquellos grupos más débiles, desprotegidos y vulnerables.

			Al leer la obra de José Díaz Lafuente, titulada El sistema africano de derechos humanos: la dignidad humana y la protección de los colectivos vulnerables, creo identificar esa fascinación por África y una rebelión decidida frente a ese maltrato. Porque el maltrato no solo se ha producido en lo material, sino también en lo simbólico. Sin duda, se ha producido en el ámbito de la política, pero también en un intento de someter los contenidos de las culturas y las cosmovisiones que se han desarrollado durante siglos en África y que con demasiada frecuencia son juzgadas con complacencia desde las cosmovisiones “occidentales”, basadas en esa idea de desarrollo que magistralmente desmonta Gilbert Rist en El desarrollo: historia de una creencia occidental (publicado también en esta colección).

			Los tres primeros capítulos del libro utilizan la fascinación por África para ofrecernos una visión del desarrollo de la que podemos (debemos) aprender para ajustar los criterios del desarrollo a nivel global. El concepto de ubuntu articula una propuesta africana de desarrollo, cuyo espíritu puede ayudar a construir una noción de desarrollo en otros contextos (por ejemplo, el latinoamericano) donde las cosmovisiones de los pueblos originarios han sido expulsadas de la comprensión del desarrollo en general. De ahí la importancia de la Agenda 2063 (magistralmente expuesta por el autor), que no es un complemento a la Agenda 2030, sino más bien su crítica constructiva y basada en el reconocimiento de cosmovisiones en las que producir y construir implica, por necesidad, no destruir.

			Los capítulos 4, 5 y 6 utilizan esta visión del desarrollo y de la justicia para abordar la situación de grupos sociales que han sufrido de manera especial situaciones de maltrato, y cuya situación requiere de una especial atención por parte de las instituciones locales e internacionales: mujeres, niños y niñas, pueblos indígenas, personas LGTBIQ+, personas refugiadas y personas con discapacidad. José Díaz Lafuente aporta un análisis novedoso tanto en el enfoque como en la profundidad y en el contenido. En este sentido, el lector tiene en sus manos un texto único que contribuye a cerrar una brecha de conocimiento sobre África, pero también a iluminar una deuda de reconocimiento con este continente fascinante y maltratado.

			Esteban Sánchez Moreno

			Director de la colección Desarrollo y Cooperación





			Introducción




			En el actual momento de renacimiento del panafricanismo, observamos avances clave en los procesos de integración regional del continente, con proyectos emblemáticos de la actual Unión Africana, como la puesta en funcionamiento del acuerdo de libre comercio continental, en el marco de una agenda de desarrollo regional, la Agenda 2063, que fomenta un modelo de desarrollo propio basado en la protección de los derechos humanos, la promoción de los valores africanos y la atención a los colectivos más vulnerables.

			La presente monografía persigue el estudio del sistema africano de los derechos humanos en la era de la nueva globalización, marcada por los efectos socioeconómicos de la pandemia producida por la COVID-19, el auge de las nuevas tecnologías digitales, los desafíos climáticos, el actual (des)orden global de las fuerzas hegemónicas tras la invasión de Ucrania y los elevados índices de odio y polarización que fragmentan a la humanidad en todas las regiones del mundo y que dejan aún más atrás a las personas vulnerables y excluidas.

			El sistema regional africano de derechos humanos se presenta como un sistema jurídico regional autónomo con un marcado carácter propio tanto en su alcance como en los principios y valores que lo sustentan. El propósito fundamental de la presente obra radica en el estudio de sus principales elementos diferenciadores, de los factores que lo condicionan y de las dinámicas sociopolíticas e interinstitucionales existentes, para poder evaluar su efectividad y, en última instancia, informar sobre las buenas prácticas, los avances realizados, los desafíos aún pendientes y las vías más estratégicas para la promoción y la protección de los derechos humanos en el continente africano.

			El tratamiento del sistema africano de los derechos humanos nos invita a reflexionar sobre la relevancia de los vínculos comunitarios, la fuerza de la solidaridad entre los pueblos y el valor del cuidado al prójimo como manifestación de nuestra propia humanidad. En un continente tan vasto, heterogéneo, dinámico y diverso como el africano, el análisis de los avances, y también de los desafíos, en la protección de los derechos humanos requiere de un análisis integral de los fundamentos sociopolíticos, jurídicos y culturales sobre los que se estructura de los que depende. Un sistema regional en constante evolución  en el que coexisten procesos de reivindicación de las tradiciones culturales ancestrales con aspiraciones, instrumentos y mecanismos de un elevado carácter innovador de los que la comunidad internacional puede servirse para el avance en la gobernanza global de la protección de los derechos humanos.

			La presente obra aborda el estudio de la doctrina africanista especializada en el ámbito de los derechos humanos desde un enfoque interdisciplinar atendiendo a diversas disciplinas jurídicas y sociales. Las publicaciones y los estudios publicados por autores y autoras africanos de reconocido prestigio, que han dedicado su investigación al estudio del sistema africano de derechos humanos, como Makau Mutua, Frans Viljoen, Rachel Murray, Mbuyi Kabunda Badi, Chistof Heyns, Obiora Chinedu Okafor, Amina Mama, Pumla Dineo Gqola, Oyèrónkẹ Oyěwùmí y Filomina Chioma Steady, han constituido fuentes doctrinales fundamentales para la presente investigación. También han sido consultadas y revisadas las decisiones, los informes y las publicaciones de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, las sentencias de la Corte Africana y los pronunciamientos del Comité Africano de los Derechos y el Bienestar del Niño y de los grupos de trabajo, relatores especiales y otros mecanismos especiales del sistema africano de derechos humanos.

			Para el cumplimiento de los fines de investigación propuestos, en el primer capítulo, profundizaremos en el sustrato histórico y cultural que condiciona la actual configuración del sistema africano de derechos humanos, desde los procesos de independencia de las naciones africanas y la lucha contra los regímenes racistas hasta los factores y los desafíos que dieron paso a la creación de un sistema regional de derechos humanos de naturaleza supranacional. A través del estudio de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, analizaremos los elementos clave del concepto africano de los derechos humanos: el reconocimiento de la interdependencia de los derechos, el tratamiento diferenciado de los derechos colectivos y la regulación autónoma de los deberes individuales. Por último, abordaremos los factores constituyentes de la identidad cultural propia del sistema africano de derechos humanos y el existente debate entre los valores africanos positivos y las denominadas “prácticas culturales nocivas”.

			En el segundo capítulo, con el objeto de conocer la efectividad del sistema, estudiaremos el trabajo de las principales instituciones del sistema africano de derechos humanos. Para ello, exploraremos el papel protagonista de la Comisión Africana de Derechos Humanos, poniendo el foco de estudio en su doble mandato de promoción y de protección de los derechos humanos, y en su estrecha colaboración con la sociedad civil. A continuación, examinaremos el papel de la Corte Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos y su jurisprudencia más relevante en el avance hacia un sistema de derechos humanos más igualitario e inclusivo. Por último, analizaremos el reconocimiento de los derechos humanos en el actual sistema institucional de la Unión Africana, prestando especial atención a las dinámicas entre las principales instituciones y otros actores relevantes y a los desafíos existentes para una protección efectiva de los derechos humanos.

			Posteriormente, en el tercer capítulo, reflexionaremos sobre el inexorable vínculo entre la protección de los derechos humanos y el fomento del desarrollo socioeconómico y cultural del continente africano. Para ello, analizaremos el reconocimiento normativo y jurisprudencial del derecho al desarrollo, tanto en su vertiente individual como colectiva. Además, abordaremos la Agenda 2063 de desarrollo, prestando especial atención a los procesos clave de democratización, pacificación y promoción cultural esenciales para el desarrollo de un África unida e integrada.

			En el cuarto capítulo, nos centraremos en la protección de los derechos de las mujeres africanas en el sistema africano de derechos humanos, cuestión cardinal para el desarrollo del continente. Analizaremos el carácter innovador del Protocolo de la Carta sobre los Derechos de las Mujeres y su elevado potencial para el cambio y el avance hacia una igualdad real y efectiva. Además, realizaremos un estudio de la labor de la Comisión Africana contra las denominadas “prácticas culturales nocivas” como la mutilación genital femenina o el matrimonio infantil y abordaremos la jurisprudencia la Corte Africana en la defensa de las mujeres sin recursos, los derechos al matrimonio y la herencia, y la lucha contra la violencia sexual y basada en el género.

			En el siguiente y quinto capítulo, nos centraremos en la protección de los derechos de la infancia. Tras el análisis de la Carta Africana de los Derechos y el Bienestar del Niño, destacaremos los elementos diferenciadores del enfoque africano de protección de la infancia. Además, abordaremos las principales aspiraciones de la Agenda 2040 de la Infancia y, tras la evaluación de los informes, resoluciones y dictámenes adoptados por el Comité Africano de Derechos y Bienestar del Niño, presentaremos una evaluación del cumplimiento de sus principales aspiraciones y de los retos aún pendientes. 

			En último lugar, en el sexto capítulo, nos introduciremos en el tratamiento jurídico y social de otros colectivos vulnerables: las poblaciones indígenas, las personas LGBTIQ+, las personas refugiadas, solicitantes de asilo y desplazadas internas, y las personas con discapacidad. En este capítulo, abordaremos la diversidad existente y las múltiples vulnerabilidades que, frente a desafíos de diversa índole objeto de estudio, son reconocidas por el sistema africano de los derechos humanos en defensa de la dignidad humana y del desarrollo inclusivo y comunitario.

			La presente obra ha sido realizada gracias al apoyo del Instituto Universitario de Desarrollo y Cooperación (IUDC-UCM) y, particularmente, al impulso de su director, Esteban Sánchez Moreno. Mi agradecimiento a todo el equipo del IUDC-UCM y a las entidades colaboradoras.

			En el trabajo de investigación y redacción que ha implicado esta monografía, he tenido siempre presente a las personas defensoras de derechos humanos, a los académicos, los investigadores, los operadores jurídicos y políticos, a los funcionarios y a los activistas africanos que, conscientes del valor de la dignidad humana, luchan por dejar un mundo más justo, solidario e igualitario a la siguiente generación. Espero que este libro sirva para fomentar el diálogo constructivo, el aprendizaje mutuo y el avance colectivo.

			A todas ellas, les dedico la presente obra.





			Capítulo 1	

			Ubuntu: epicentro de un sistema de derechos humanos 
basado en unos valores y tradiciones culturales propios




			1. Orígenes y evolución del sistema africano de los derechos humanos: de los procesos de descolonización a la relevancia de la regionalización

			1.1. La independencia de las naciones africanas del yugo colonial: origen de un sistema regional de derechos humanos autónomo

			Para conocer el origen del sistema africano de derechos humanos, debemos remontarnos a los procesos de independencia de los pueblos africanos frente a los regímenes coloniales tras la Segunda Guerra Mundial, procesos que, siguiendo a Roberts, marcaron hasta la actualidad su reforzado carácter autónomo y la constante reafirmación de unos valores africanos propios y diferenciados1.

			Sin embargo, conviene recordar que, antes de la Segunda Guerra Mundial, la causa de la descolonización ya había avanzado en varios foros, entre ellos, por ejemplo, las reuniones del Congreso Panafricano, organizadas por William Edward Burghardt Du Bois, entre otros líderes políticos, que enfatizaron los problemas a los que se enfrentaban los pueblos y los disidentes africanos en todo el mundo2. Después de la Conferencia Panafricana de 1900, el Congreso Panafricano se reunió en cuatro ocasiones posteriores (en los años 1919, 1921, 1923 y 1927), estableciéndose finalmente la Federación Panafricana en 1944, con una importante quinta reunión del Congreso, organizada por el representante de Trinidad y Tobago, George Padmore, y el ghanés Kwame Nkrumah, en 1945, en la que pidieron, por primera vez, la adopción de una “carta de derechos para los africanos” que protegiera específicamente el derecho a participar en el Gobierno3.

			Por su parte, la Carta del Atlántico de 1941, acordada por los Estados Unidos y el Reino Unido durante la Segunda Guerra Mundial, manifestó la importancia del principio de autodeterminación. En 1943, Nnamdi Azikiwe, líder del movimiento nacionalista nigeriano y más tarde primer presidente de la Nigeria independiente, presentó un memorándum al Gobierno británico, solicitando que los principios incluidos en la Carta del Atlántico se aplicaran después de la guerra a las colonias africanas, y preparó su propia relación de derechos que debían garantizarse a todos los súbditos coloniales4. El documento de Azikiwe, a su vez, dio origen a la Carta de la Libertad, redactada por el Consejo Nacional para Nigeria y Camerún. La Carta de la Libertad constituye el primer instrumento jurídico sobre los derechos humanos adoptado en un país africano tras su independencia5.

			El logro de la autodeterminación, en la práctica, implicaba necesariamente la liberación de los pueblos africanos del yugo colonial. Como afirma Klose, los Gobiernos coloniales habían mantenido el control sobre las poblaciones colonizadas mediante violaciones generalizadas y sistemáticas de los derechos humanos6. De hecho, la Declaración sobre la Concesión de la Independencia a los Países y Pueblos Coloniales, aprobada por la resolución nº 1514 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 14 de diciembre de 1960, de forma concisa, observó que: “La sujeción de los pueblos a una dominación extranjera es en sí misma una negación de los derechos humanos fundamentales”7. Además, a medida que se intensificaban las luchas por la independencia, también se incrementaba la intensidad de la represión colonial8.

			La consecución de la independencia de los Estados africanos, a partir de la década de 1950, abrazó e impulsó un nuevo constitucionalismo africano. Muchos países recientemente independizados adoptaron declaraciones de derechos humanos en sus primeros textos constitucionales. La constitución de Nigeria, en particular, sirvió como ejemplo para las constituciones posteriores en países como Botsuana, Kenia, Lesoto, Malaui, Sierra Leona, Esuatini, Uganda y Zambia. La referencia explícita al cumplimiento y la observancia de la Declaración Universal de los Derechos Humanos puede encontrarse en las constituciones de Argelia, Burundi, Gabón, Guinea, Mali, Mauritania, Níger, la República del Congo, Ruanda, Senegal, Somalia, Togo y Zaire9.

			Conviene también recordar la fundamental labor de los juristas africanos, desde el comienzo de los procesos de descolonización, en el impulso hacia un sistema regional africano de derechos humanos10. Como afirma Naldi, la voluntad de constituir un mecanismo africano de protección de los derechos humanos se remonta a la Cumbre de Juristas Africanos en Lagos, Nigeria, en 196111.

			La Carta por la que se constituye la Organización para la Unidad Africana, firmada en Adís Abeba el 25 de mayo de 1963, representó la voluntad colectiva de 32 países africanos recientemente independizados de alentar la cooperación interestatal “en respuesta a las aspiraciones de hermandad y solidaridad de los pueblos africanos, en una unidad más amplia que trascienda las diferencias étnicas y nacionales”12. El preámbulo de la Carta de la OUA recoge el compromiso de la organización tanto con la Carta de las Naciones Unidas como con la Declaración Universal de Derechos Humanos. Los objetivos de la OUA reafirman el compromiso de la organización con los principios incorporados en ambos instrumentos13.

			A pesar de estas afirmaciones, el objetivo principal de la OUA radicaba en la promoción de la unidad política en todo el continente y en el apoyo a las naciones africanas en las luchas por su independencia que aún quedaban por librar. En este sentido, el espíritu de la Carta de la OUA tiene como prioridad la protección de los pueblos africanos frente a violaciones de derechos humanos de terceras potencias colonizadoras, más que la propia articulación de un sistema supranacional regional de protección de los derechos humanos para prevenir y sancionar las violaciones perpetradas por los recién independientes Estados africanos. Como afirma Murray, la recién conquistada soberanía estatal contaba con un reconocimiento sacrosanto14.

			1.2. La lucha contra el racismo colonial y la erradicación del apartheid: impulso hacia un sistema africano de derechos humanos

			A parte de la lucha por la independencia, otra cuestión relacionada con los derechos humanos que impulsó la agenda de la antigua Organización para la Unidad Africana en su inicio, y durante muchos años después, fue la erradicación de los regímenes racistas en Sudáfrica, Namibia y la entonces Rodesia (actual Zimbabue). La existencia del régimen del apartheid en Sudáfrica y el régimen de colonos blancos en la antigua Rodesia, junto con la negativa de los portugueses a ceder el control de sus colonias, representaron un nivel de injusticia e indignidad contra el que los Estados africanos recién independizados pudieron unirse y concentrar sus esfuerzos15.

			Desde sus primeras resoluciones, la OUA tildó el apartheid como una “grave amenaza para la paz y la seguridad internacional, incompatible con las obligaciones políticas y morales como Estado miembro de las Naciones Unidas” y un “grave peligro para la estabilidad y la paz en África y en el mundo”16. En diferentes ocasiones, instó a los Estados miembros a respetar las sanciones impuestas contra Sudáfrica17 y contra la entonces Rodesia18.

			Como afirma Murray, lo que resulta evidente es que la OUA usó estándares y principios de derechos humanos en el contexto de lo que se consideraba una lucha de liberación en Sudáfrica19. Como resultado, examinó una variedad de cuestiones relacionadas con los derechos humanos, condenando el trato de los presos políticos en las prisiones20, pidiendo su “liberación incondicional”21 y expresando “su profunda preocupación por los juicios realizados de acuerdo con las leyes arbitrarias e inhumanas del Gobierno”22. Además, condenó con firmeza la “pérdida de vidas y daños a la propiedad”, el asesinato de manifestantes y la celebración de juicios in­­justos23. En el contexto de Rodesia, por su parte, la OUA instó al Gobierno del Reino Unido a suspender la “actual Constitución antidemocrática de 1961 y a convocar una nueva conferencia constituyente con el fin de preparar una Constitución fundada en el sufragio universal de todos los habitantes del territorio”24.

			A su vez, el Consejo de Ministros de la OUA se pronunció en varias ocasiones en contra de las “atrocidades perpetradas por el régimen minoritario racista ilegal en Rodesia contra el pueblo africano que lucha por su libertad”, calificándolas de “crímenes contra la humanidad”25. También pidió a los Estados africanos que garantizasen la liberación de los detenidos que luchaban por la liberación nacional26. Resoluciones posteriores reafirmaron la postura de la OUA, que instó a los Gobiernos africanos a erradicar cualquier política, práctica o medida “basada en la discriminación racial”27.

			Las críticas de los Estados africanos a los diversos regímenes coloniales en la región septentrional del continente africano se centraron en la autodeterminación, la descolonización, la erradicación de regímenes racistas y la protección de los derechos humanos. Además, la decisión de la Corte Internacional de Justicia en los asuntos de África Sudoccidental en 196628, que supuso una gran decepción para los Estados africanos, sirvió como catalizador para la creación de un grupo de trabajo ad hoc dentro de la Comisión de Derechos Humanos que se centraría en la situación de África Meridional en su conjunto. La condena de los Estados africanos al colonialismo existente en África encontró una expresión concreta en el Manifiesto de Lusaka de 1969, que, entre otras consideraciones, enfatizó firmemente los principios de derechos humanos29.

			El avance del derecho internacional de los derechos humanos, tras la adopción de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, en 1965, y de los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en 1966, representó un fuerte respaldo para el trabajo de los defensores de los derechos humanos en todo el mundo y a la erradicación de regímenes racistas. Los años siguientes fueron testigos de una serie de conferencias en todo el continente africano con el objetivo principal de reforzar aún más el apoyo a un sistema regional de derechos humanos. La culminación de esta serie de conferencias fue una reunión en 1973 en Dar es-Salaam, en la que 23 Estados africanos acordaron la idea de elaborar una carta regional sobre los derechos humanos30.

			1.3. La regionalización africana ante el posible abuso de poder 
de los Estados recién independizados

			No fue hasta finales de la década de 1970 cuando se reunieron todas las condiciones necesarias para la creación de un sistema regional africano de derechos humanos. Con la llegada al poder del presidente estadounidense Jimmy Carter, en 1977, la política exterior de los Estados Unidos se volvió cada vez más favorable a la promoción internacional de los derechos humanos, mientras que en el continente africano se avanzaba hacia la creación de un sistema regional de derechos humanos, gracias a las reivindicaciones de Nigeria y tras la celebración de una conferencia intergubernamental en Dakar en 197831.

			Si bien este trabajo de promoción resultó crucial, como afirma Roberts, resulta difícil considerar que el nacimiento del sistema regional africano de derechos humanos sin la concurrencia de varios incidentes de gran inestabilidad política y violencia que sirvieron para cambiar las actitudes de varios Estados africanos clave hacia tal empresa32. El 30 de octubre de 1978, Uganda decidió enviar sus tropas ugandesas a la región fronteriza de Kagera, Tanzania, con la intención de anexionarla. La respuesta de Tanzania, capturando Kampala el 10 de abril de 1979, fue contundente. En abril de ese mismo año, en la entonces República Centroafricana, unos niños fueron detenidos, torturados y ejecutados por protestar por el precio del uniforme escolar, con la imagen cosida del presidente Bokassa, que debían comprar obligatoriamente en una tienda propiedad de una de sus esposas. Ese mismo mes, intervino el ejército francés, destituyendo al presidente Bokassa y a sus colaboradores33.

			Ambos eventos alentaron a los líderes africanos a repensar el valor de un sistema regional de derechos humanos y la relevancia de un sistema de control supranacional que velase por la defensa de los derechos humanos de los pueblos y ciudadanos africanos frente a las acciones de los Estados africanos sin la intervención de potencias extranjeras. Los acontecimientos en la República Centroafricana sirvieron como una poderosa demostración de las consecuencias que podrían derivarse de la falta de adopción de medidas firmes para abordar las violaciones de derechos en el continente. La invasión ugandesa de Tanzania, mientras tanto, reveló la manera en que la defensa de los derechos humanos constituye una cuestión que no debe orbitar únicamente a escala nacional y que afecta también a las relaciones entre países vecinos. Igualmente relevante fue el hecho de que la agresión se produjera contra Tanzania, lo que ayudó a convertir al influyente presidente de dicho país, Julius Nyerere, en un firme defensor de un sistema regional de derechos humanos34.

			Independientemente de los factores que ayudaron a cambiar la mentalidad de los líderes nacionales, cuando Senghor presentó una resolución dentro de la OUA en 1979, que pedía la creación de un grupo de expertos encargados de preparar un proyecto de carta regional de derechos en 1979, fue adoptada por unanimidad. Kéba M’Baye, jurista senegalés, entonces presidente de la Corte Internacional de Justicia y uno de los principales defensores del sistema africano de derechos humanos, preparó un proyecto para el grupo de trabajo, con el apoyo de Ibrahima Fall y Mohamadou M’Backe35.

			El proyecto de la carta se basó en varias fuentes jurídicas36, pero en última instancia fue creado como un instrumento regional de derechos humanos autónomo. En el aspecto institucional, aunque algunos esperaban que pudiera haber apoyos suficientes para la creación de una corte, los redactores prefirieron optar por una comisión. La posibilidad de crear un órgano jurisdiccional se descartó rápidamente, dado que, en general, se entendía que los Estados no aceptarían un paso tan importante. El artículo 66 de la Carta, que contempla que la esta puede complementarse con nuevos “protocolos o acuerdos especiales”, deja claro que sus redactores estaban adoptando una perspectiva a largo plazo, con la esperanza de lograr más avances normativos e institucionales a su debido tiempo. Como dijo M’Baye: “Conscientes de haber redactado una declaración útil que, sin embargo, requiere ser perfeccionada, los autores de la Carta previeron disposiciones relativas a su enmienda y revisión. La Carta constituye lo que los Estados africanos pudieron aceptar en 1981 y, por lo tanto, fue solo una etapa. Es de esperar que se pueda mejorar en una fecha posterior”37.

			El borrador se finalizó en Banjul, Gambia, en 1981 y fue adoptado formalmente por la 19ª Cumbre de la OUA en Nairobi, Kenia, en junio de 198138. Cinco años después, en octubre de 1986, la Carta Africana entró en vigor con su ratificación por una mayoría simple de los Estados miembros de la OUA. Desde entonces, ha sido ratificada por los 53 Estados africanos y es ampliamente reconocida por los ordenamientos jurídicos nacionales como el principal instrumento de protección de los derechos humanos en el continente africano.

			2. La Carta Africana de Derechos Humanos 
y de los Pueblos: un instrumento regional innovador

			La Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos se divide en términos generales en tres partes: la primera parte (artículos 1 al 29) especifica la enumeración de derechos humanos y de los pueblos protegidos y regula una serie de deberes individuales; la segunda parte (artículos 30 a 63) aborda el establecimiento y la organización de la Comisión Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos; y, finalmente, la tercera parte (artículos 64 a 68) contiene disposiciones de naturaleza procesal. En total, consta de un preámbulo y de 68 artículos.

			La Carta refleja claramente principios y derechos similares a los prescritos por el sistema europeo y el sistema interamericano para crear una configuración regional que garantiza el reconocimiento y efectividad de los derechos humanos como característica inviolable en el contexto africano. Sin embargo, de acuerdo con Buergenthal, el catálogo de derechos que garantiza la Carta Africana difiere de sus homólogos europeos e interamericanos en varios aspectos importantes. La Carta proclama no solo derechos, sino también deberes y garantiza tanto los derechos individuales como los de los pueblos. Además de los derechos civiles y políticos, la Carta Africana establece una serie de derechos económicos y sociales (no reconocidos, por ejemplo, en el Convenio Europeo de Derechos Humanos). Por su parte, como se aborda en el último apartado de este capítulo, las tradiciones y costumbres históricas africanas también se reflejan en algunas disposiciones de la Carta, en particular las relativas a los deberes de las personas y los asuntos familiares39.

			2.1. La interdependencia de los derechos humanos en el sistema africano: la protección de los derechos civiles y políticos, 
y los derechos sociales, económicos y culturales en igualdad
de condiciones

			La Carta Africana reconoce los derechos civiles y políticos de las personas, incluidos el derecho a no sufrir discriminación, a la igualdad, a la integridad corporal y a la vida, a la dignidad y a la protección contra la tortura y el trato inhumano, a la libertad y la seguridad, a un juicio justo, a la libertad de conciencia, a la libertad de expresión, asociación, reunión y movimiento, a la participación política y a la propiedad. El objetivo de estas garantías es proteger a las personas de condiciones institucionales, políticas o sociales que atenten contra su integridad y sus libertades. También reconoce el derecho a la protección contra ejecuciones extrajudiciales y homicidios arbitrarios, detenciones o encarcelamientos ilegales, torturas y otros abusos físicos o psicológicos que atenten contra la dignidad humana. Como apunta Adejumobi, estos derechos contribuyen a la promoción de la paz y la seguridad al proporcionar los marcos normativos e institucionales necesarios para mantener el Estado de derecho y la democracia, y para asegurar la participación de ciudadanos en los procesos políticos40.

			Sin embargo, a diferencia del reconocimiento de los derechos civiles y políticos en otros instrumentos regionales como el Convenio Europeo de Derechos Humanos o la Convención Interamericana de Derechos Humanos, la Carta Africana prevé en su regulación las denominadas “cláusulas de exclusión”, condicionando el ejercicio de varios derechos civiles y políticos a lo dispuesto por la ley, cláusula que, como subraya Heyns, remite a la regulación de dicho derecho por el ordenamiento jurídico nacional del Estado en cuestión41.

			Las cláusulas de exclusión se encuentran en el artículo 6 (libertad y seguridad de la persona y protección contra la detención arbitraria), artículo 8 (libertad de conciencia y religión), artículo 9.2 (libertad de expresión y derecho a difundir la propia opinión), artículo 10.1 (libertad de asociación), artículo 11 (libertad de reunión), artículo 12.1 (libertad de circulación y residencia dentro del propio Estado), artículo 12.2 (derecho a salir de cualquier país y volver al propio), artículo 13 (libertad de participar en el Gobierno del propio país) y en el artículo 14 (derecho de propiedad) de la Carta Africana. Sirva de ejemplo el artículo 9, que establece que “todo individuo tendrá derecho a expresar y difundir sus opiniones en virtud de lo dispuesto por la ley”. Esta cláusula final en la regulación de varios derechos civiles y políticos llevó a autores como Ankumah o Gittleman a sostener que la Carta dejaba un amplio margen de apreciación y derogación por parte de los Estados africanos, alimentando la percepción de que la Carta no era lo suficientemente firme para la promoción de los derechos humanos en el continente africano42.

			Afortunadamente, este enfoque inicial fue corregido por la Comisión Africana en su interpretación de la citada disposición desde su Comunicación nº 105/93, en el asunto Media Rights Agenda and Constitutional Rights Project vs. Nigeria. La Comisión declaró que, según el artículo 9.2 de la Carta, la libre expresión de opiniones puede estar restringida por la ley. Esto no significa que la legislación nacional pueda determinar los límites del derecho a expresar y difundir las propias opiniones, pudiendo arbitrariamente dejar inefectivo el citado derecho. Por ello, la Comisión afirmó que “permitir que el derecho nacional prevalezca sobre el derecho internacional de la Carta frustraría el propósito de los derechos y libertades consagrados en ella. Las normas internacionales de derechos humanos deben siempre prevalecer sobre leyes nacionales contradictorias”43.

			Por su parte, la Carta Africana también regula una serie de derechos económicos, sociales y culturales en las mismas condiciones con las que reconoce los derechos civiles y políticos. Estos derechos incluyen el derecho a unas condiciones laborales equitativas y satisfactorias, el derecho a la salud, el derecho a la educación y la protección de la familia. Además, la Comisión Africana, en el asunto Ogoni, que analizaremos en el siguiente capítulo, ha estimado que la Carta reconoce los derechos a la alimentación y la vivienda44. Como afirma Oloka-Onyango, la inclusión en la Carta de los derechos socioeconómicos como derechos exigibles en igualdad de condiciones a los derechos civiles y políticos es una de las aportaciones más relevantes del sistema africano de los derechos humanos al sistema internacional45.

			En el continente africano, en el que existe un alto grado de desigualdad entre regiones y grupos sociales, que a menudo conduce a conflictos violentos, la provisión de unos derechos económicos y sociales obliga al Estado a utilizar todos sus recursos disponibles no solo para mejorar la condición socioeconómica de sus ciudadanos, sino también rectificar las condiciones sociales y económicas que conducen a desigualdades y desequilibrios sociales. Como ha subrayado De Villiers, el objetivo principal de los derechos socioeconómicos consiste en obligar al Estado al uso máximo de los recursos disponibles para corregir las desigualdades y los desequilibrios sociales y económicos46. La democratización y la protección de todos los derechos humanos en los países africanos solo pueden lograrse si las condiciones sociales y económicas de los individuos mejoran.

			2.2. El reconocimiento diferenciado de los derechos colectivos 
o de tercera generación: principal contribución del sistema africano de derechos humanos

			Otra de las aportaciones más notables de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, que la diferencia de otros instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos, es, como su propio nombre indica, el reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos. Como ha afirmado Onguergouz, el reconocimiento de estos derechos se presenta de forma integral y muy extensa47. De hecho, reconoce una amplia gama de derechos de los pueblos, incluidos algunos que no habían sido reconocidos previamente en forma de tratado. La Carta proclama no solo el derecho internacional de todos los pueblos a la libre determinación (artículo 20), sino también el derecho de pueblos a la igualdad (artículo 10), a su existencia (artículo 20), al desarrollo (artículo 22), a la paz nacional e internacional (artículo 23) y al medioambiente (artículo 24).

			Debemos poner de manifiesto que el reconocimiento de derechos de carácter colectivo encaja perfectamente con las peculiaridades y singularidades específicas del continente africano. En el África tradicional tiene preferencia el grupo sobre la persona, la comunidad sobre el individuo. Es en comunidad cuando el individuo cobra su pleno sentido. Es decir, prima lo que Bello ha calificado como un “enfoque global y comunitario de los derechos humanos”, en el que los derechos son inseparables de la idea de deberes respecto a la comunidad en la que uno está inserto48. Es por ello por lo que los derechos colectivos o los de los pueblos ocupan un lugar que no existe en ningún otro documento internacional de derechos humanos.

			Conviene recordar, sin embargo, que los derechos colectivos (de los pueblos) presentes en la Carta Africana existen en constante tensión con el derecho a la libre determinación. La Carta Africana no define de forma taxativa lo que constituye un “pueblo” a los efectos de la libre determinación. Algunos autores especializados sugirieron poco después de la redacción de la Carta Africana que el derecho a la libre determinación contenido en ella debía interpretarse como un derecho que los grupos dentro de los Estados podrían aprovechar, dada la existencia de regímenes poscoloniales racistas y opresivos en el momento de la firma de la Carta Africana49.

			En la práctica, como nos recuerda Thomson, el compromiso de la Carta de la OUA de “salvaguardar y consolidar la soberanía y la integridad territorial” de los Estados miembros ha sido invocado con frecuencia para socavar la legitimidad de las interpretaciones secesionistas del derecho de la Carta Africana a la libre determinación por parte de grupos dentro de los Estados. En su mayor parte, una vez que los países africanos lograron la independencia, la libre determinación ya no ha sido reconocida formalmente como parte del conjunto de derechos colectivos de la Carta Africana50. En consecuencia, los derechos de grupos específicos dentro de los Estados africanos comenzaron a interpretarse como “derechos de las minorías”51. Como ha manifestado la propia Comisión Africana, en 2009, en el asunto Kevin Mgwanga Gunme et al. vs. Camerún, “es consciente del carácter controvertido del tema, por la connotación política que conlleva. Esa controversia es tan antigua como la Carta. Los redactores de la Carta se abstuvieron deliberadamente de definirlo”52.

			Sin embargo, tampoco hay ninguna referencia a las “minorías” en la Carta Africana, aunque el principio de no discriminación en el artículo 2 brinda cierto reconocimiento, al igual que la prohibición de la expulsión masiva (es decir, la destinada a “grupos nacionales, raciales, étnicos o religiosos”) de no nacionales en el artículo 12.5 y la protección de los valores de la comunidad en los artículos 17 y 18.7. El antiguo Código de Conducta de la Organización para la Unidad Africana para las Relaciones Interafricanas reiteró que las relaciones amistosas “entre nuestros pueblos […] exigen la protección de la identidad étnica, cultural, lingüística y religiosa de todos nuestros pueblos, incluidas las minorías nacionales”53.

			La referencia reiterada a los “pueblos africanos” o al “pueblo de África”, tanto en la redacción de la Carta Africana como posteriormente en los documentos de la OUA y la Unión Africana (UA) y de la Comisión Africana apunta a un carácter más retórico que al reconocimiento taxativo de unos derechos específicos y de unas obligaciones claras de los Estados54. El concepto de pueblo, y la razón por la que se incluyeron los derechos colectivos de una forma tan amplia, proviene del propio contexto poscolonial. Sin embargo, mientras que la Comisión Africana y la Corte se han pronunciado en contadas ocasiones en relación con los derechos de los pueblos, y en particular con el artículo 19, como abordamos en el siguiente capítulo, los pronunciamientos de la Comisión en torno a los derechos de los pueblos indígenas han servido para dar impulso a una mayor delimitación del concepto de pueblo y de los derechos colectivos en el sistema africano de derechos humanos55.

			Sin embargo, la inclusión del término “pueblo” en la Carta Africana también ha sido considerada como “la encarnación de la concepción y filosofía africanas de la persona en sociedad”56. De hecho, en la declaración introductoria del proyecto de la Carta de Dakar, se estimaba que los derechos de los pueblos se enuncian junto a los derechos de los individuos. La concepción de un individuo totalmente libre y totalmente irresponsable y opuesto a la sociedad no está en consonancia con la filosofía africana. Se afirma que el principio de la igualdad de los pueblos se opone a todo intento de un pueblo de dominar a otro, cualquiera que sea la importancia que se le otorgue57.

			En esta misma línea, se ha afirmado que el concepto de “solidaridad”, que también se encuentra recogido en varias disposiciones de la Carta y en la jurisprudencia de los órganos africanos, abarca los derechos de los pueblos, un enfoque que, como estima Weston, encuentra cierta consonancia con la historia de la redacción de la Carta58. Sin embargo, con el paso del tiempo, la Comisión Africana y la Corte Africana han aplicado el término “pueblo” a una variedad de entidades diferentes59.

			2.3. La regulación de los deberes de las personas y los pueblos africanos: la responsabilidad colectiva ante el ejercicio 
de los derechos humanos

			A pesar de que el capítulo autónomo titulado “Deberes” de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos ha sido considerado una de las características más originales de la Carta, conviene recordar que la inclusión de deberes individuales en el seno de un tratado de derechos humanos no es algo exclusivo del citado instrumento africano. Sirva de ejemplo la Declaración Universal de los Derechos Humanos60 y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre61. Sin embargo, la Comisión Africana la ha considerado como el “primer documento de derechos humanos en articular el concepto de deberes de una forma explícita”62. Tales “deberes”, o responsabilidades, se derivan de la pertenencia de los individuos a grupos e incluyen obligaciones relacionadas con distintas categorías de beneficiarios: la familia, la sociedad, el Estado, otros grupos legalmente reconocidos y la comunidad internacional (artículo 27).
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